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Resumen 

La paulatina constatación del enorme impacto que 
económico y social que tiene y tendrá la pandemia del 
COVID-19 está haciendo que los diferentes gobiernos 
nacionales e instituciones internacionales estén adoptando 
medidas para paliar sus efectos desde el primer momento. 
Sin embargo, tras semanas de dudas y respuestas demasiado 
tenues para la colosal dimensión del problema, es ahora 
cuando se están adoptando medidas de la dimensión 
adecuada.  

En este contexto, el paquete que ha aprobado el Gobierno 
de España el pasado día 17 de marzo posee esa dimensión 
extensa e intensa que se esperaba hace días. El análisis de 
sus aspectos económicos y en materia de empleo muestra 
que supone una actuación muy positiva, que sigue la estela 
de lo realizado en otros países del ámbito europeo, y que 
posee la sensibilidad social requerida en estos momentos de 
grave crisis. 

No obstante, también se echan en falta actuaciones 
necesarias, sin las cuales la reparación (siquiera parcial) de 
los daños sufridos por miles de personas y empresas, y por la 
economía en general, y la posterior recuperación en un plazo 
razonable de tiempo, no serán posibles. Por ello, a este 
paquete de medidas deberán seguir otros, y unos 
Presupuestos Generales del Estado acordes con la situación 
excepcional que vivimos, y que pongan el acento en el 
fortalecimiento estructural de nuestro estado de bienestar. 
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1. INTRODUCCIÓN 

La expansión del coronavirus supone una amenaza de extremada gravedad para la 

salud pública, y a su solución deben dedicarse todos los recursos disponibles. Preservar 

la vida es el objetivo prioritario. Pero, paralelamente, esta crisis sanitaria está teniendo 

un enorme impacto económico, que puede trastocar nuestra vida de manera 

determinante durante años. Por eso la respuesta económica debe ser de la misma 

extraordinaria dimensión que la que estamos dando desde el ámbito sanitario.   

Las organizaciones sindicales y empresariales, conscientes de la dimensión del 

desafío, acordamos el día 11 de marzo un documento con medidas urgentes para 

paliar el impacto negativo sobre el empleo, que trasladamos de inmediato al 

Gobierno. El primer paquete de medidas aprobado por el Ejecutivo, aunque positivas, 

fueron claramente insuficientes, y no recogían las propuestas de los interlocutores 

sociales.  

El martes día 17 el Consejo de Ministros aprobó un segundo paquete de medidas 

dentro del plan de choque económico para hacer frente al COVID-19. Este segundo sí 

posee la dimensión que se esperaba desde el primer momento, puesto que pretende 

movilizar hasta 200.000 millones de euros, una cifra superior al 16% del PIB, de los 

cuales 117.000 millones serán provistos por el sector público, completándose los 

83.000 millones restantes con recursos privados. En total, los recursos públicos 

destinados alcanzarán el 10% del PIB, en línea con el margen fiscal acordado por el 

Eurogrupo el lunes 16. 

Estas medidas se articulan mediante el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 

medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19, estructurándose en cuatro ejes principales de actuación. 

2. RESUMEN DE LAS MEDIDAS APROBADAS POR EL GOBIERNO 

Medidas de apoyo a las familias vulnerables 

- El gobierno destinará 600 millones de euros para servicios sociales, situando el 

foco en colectivos vulnerables. De los 600 millones de euros, la mitad se 

conseguirán liberando recursos del superávit de los ayuntamientos, destinándolos a 

un Fondo Social Extraordinario y flexibilizando así la regla de gasto de los 

ayuntamientos. 
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- También se protegerán durante el próximo mes los suministros básicos -agua, luz 

y gas-, garantizando los servicios públicos básicos a aquellos colectivos más 

vulnerables. En añadido, también se garantizarán los servicios de 

telecomunicaciones. 

- Se establecerá una moratoria en el pago de las hipotecas de la primera vivienda 

para las personas afectadas por la emergencia sanitaria y económica. 

Medidas de apoyo a los trabajadores 

- Se permitirá a los trabajadores y trabajadoras adaptar su jornada laboral e incluso 

acogerse a reducciones de hasta un 100%, con la correspondiente disminución 

salarial, a fin de garantizar la conciliación y el cuidado de familiares.  

- Se promoverán los ERTE´s a consecuencia del COVID-19 y serán considerados de 

fuerza mayor o por causas económicas, organizativas, técnicas o productivas, 

dependiendo de las circunstancias. Los trabajadores afectados podrán percibir la 

prestación contributiva por desempleo aunque no cumplan los requisitos de 

cotización previa, que será equivalente al 70% de la base reguladora, teniendo en 

cuenta la cotización media de los últimos 180 días. Además, no se restará a los 

derechos de prestación ya acumulados. 

- A su vez, en los ERTE’s de fuerza mayor quedarán exoneradas el 100% de las cuotas 

a la Seguridad Social de aquellas empresas con menos de 50 trabajadores. Se 

aplicará una exoneración del 75% a las empresas que superen esa cifra de 

trabajadores. 

- Respecto a los autónomos que se vean afectados mediante una disminución de sus 

ingresos o cierre, recibirán una prestación extraordinaria por cese de actividad. 

Medidas de apoyo a las empresas 

- El gobierno creará una línea de avales y garantías públicas de hasta 100.000 

millones de euros, cubriendo la renovación de préstamos y las necesidades de 

nueva financiación. Las condiciones aplicables y requisitos a cumplir se establecerán 

por Acuerdo de Consejo de Ministros. Se prevé que permitirá movilizar entre 

150.000 y 200.000 millones de euros, si añade la aportación del sector privado.  
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- Además, se ampliará la capacidad de endeudamiento neto del ICO en 10.000 

millones de euros más, con el objetivo de facilitar liquidez inmediata adicional a 

empresas y autónomos. 

- También se ha aprobado la apertura de una línea de avales adicionales de 2.000 

millones de euros para empresas exportadoras y PYMES, con el objetivo de evitar 

un problema de liquidez. 

- Se incluirán medidas que faciliten la reestructuración de créditos a explotaciones 

agrarias afectadas por la sequía. 

- A fin de fomentar la implantación del teletrabajo, se crearán programas de apoyo a 

la digitalización y la I+D de las PYMES. 

Medidas de apoyo a la investigación científica contra el COVID-19 

- El gobierno destinará 30 millones de euros al Consejo Superior de Investigaciones 

Científicas y al Instituto de Salud Carlos III, con el objetivo de financiar la 

investigación médica para lograr conseguir una vacuna contra el virus. 

3. VALORACIÓN DE LAS MEDIDAS  

Aspectos positivos 

1. Se trata de un primer paquete de medidas (al que muy probablemente seguirán 

otros debido a la necesidad de adoptar, junto a estas medidas más urgentes de 

sostenimiento de las familias y las empresas, otras destinadas a promover la 

recuperación de la actividad económica una vez superada la crisis sanitaria) que, en 

principio, posee la dimensión, tanto cuantitativa como cualitativa, que exige la 

crisis generada por el Covid-19. De un lado, busca movilizar hasta 200.000 millones 

de euros para inyectar liquidez y financiación en las empresas y en las familias, 

117.000 procedentes del sector público y 83.000 de recursos privados. Es una cifra 

equivalente al 16% de nuestro PIB (con datos de 2019), que avala la idea de que el 

Estado español hará “lo que haga falta, donde haga falta y cuando haga falta”, 

como ha defendido el Presidente en varias comparecencias públicas.  

2. Es destacable la amplitud de las medidas adoptadas (ahora sí) que pretenden 

afrontar los problemas de gran parte de la población, con medidas que adoptan 

buena parte de las soluciones ya aprobadas en otros países de nuestro entorno, y 
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que otorgan también credibilidad a la idea repetida por el Presidente en su discurso 

de que “no se va a dejar a nadie atrás”. Así, las medidas abarcan cuatro ámbitos de 

actuación: 1) Apoyo a las familias y personas más vulnerables 2) Apoyo a las 

trabajadoras y trabajadores 3) Apoyo a las empresas 4) Apoyo al sistema sanitario. 

En conjunto, se pretende incorporar medidas que den soporte financiero al 

conjunto de la sociedad, ayudando a reforzar la idea de salida solidaria de la crisis, 

que a la vez permite elevar la confianza y las expectativas.  

3. Valoramos muy positivamente que el Gobierno haya incorporado a su paquete de 

medidas la gran mayoría de las medidas que acordamos las organizaciones 

empresariales y sindicales, y que le remitimos hace días. En particular, aquellas 

que hacen hincapié en incentivar y facilitar las reducciones temporales de empleo, 

en lugar de los despidos. La única manera de que la economía pase esta crisis 

cuanto antes es que no se destruya el tejido empresarial y de empleo de manera 

permanente, sino que quede en suspenso, con los apoyos adecuados, durante este 

momento excepcional, para ponerse en marcha plenamente una vez superada la 

urgencia sanitaria.  

4. Hay que destacar de nuevo positivamente la puesta en valor por parte del 

Presidente, en sus últimas comparecencias, de la necesidad de reforzar la sanidad 

pública, y de manera más general, nuestro Estado de Bienestar, destacándolo 

como una de las enseñanzas que debemos aprender para el futuro de esta penosa 

situación. Esto debe tener un reflejo directo en los próximos PGE, que el 

Presidente ha anunciado que serán “de Recostrucción Social y Económica”, así 

como en sucesivos paquetes de medidas.  

Dudas, aspectos críticos y ausencias 

1. La movilización de los anunciados 200.000 millones de euros no deja de ser 

teórica, puesto que puede materializarse o no, al tratarse mayoritariamente de 

avales con garantía pública para que las entidades financieras otorguen préstamos 

a las empresas, por un importe de 100.000 millones, que tendría un efecto 

multiplicador hasta llegar a los citados 200.000 millones. Es decir, que el Estado 

ofrece su garantía para los créditos que concedan las entidades financieras para 

hacer frente a las dificultades derivadas del coronavirus, hasta el importe 

mencionado. Es una medida similar a la que están adoptando otros países, y que sin 

duda es necesaria y positiva, como ya se ha destacado. Pero su efectividad 

dependerá de la forma de implementarse, de la actitud de los bancos y del 
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recurso al crédito que finalmente realicen las empresas. Es, en este sentido, una 

ayuda indirecta, no una inyección directa en la actividad.  

2. La mayor crítica que puede hacerse al paquete anunciado tiene que ver con las 

escasas garantías implementadas para que las empresas no recurran al despido en 

esta crisis temporal. Para que las medidas de apoyo a los ERTEs sean efectivas, 

deberían haberse acompañado de medidas que supusieran la suspensión, durante 

este mismo período, de todos los despidos por motivos económicos o 

productivos, tanto colectivos como individuales, así como de la cancelación 

anticipada de los contratos temporales.  

Esto (prohibir los despidos) es lo que han hecho, por ejemplo, Italia y Dinamarca. 

Y lo que implica el sistema de reducción temporal de empleo alemán (Kurzarbeit), 

que funciona desde hace años. Porque sin ello, la utilización de las medidas de 

suspensión temporal del empleo supone tan solo una opción para la empresa, que 

deja abierta la puerta de los despidos. Y a pesar de que se les dote de incentivos 

económicos, pueden preferir la cancelación definitiva de los contratos, lo que 

supondría una catástrofe de magnitudes incalculables.  

En este sentido, hay que tener en cuenta varias cuestiones: 

- Que, en la situación de partida ante este efecto del coronavirus, nuestro país ya 

tiene una tasa de paro que es del 13,8%, casi el doble que la tasa europea 

(7,4%). El coste de aumentar el desempleo es muy elevado, económica y 

socialmente.  

- Que hay 4,4 millones de asalariados y asalariadas con contrato temporal (el 

26% del total), la mayoría de ellos con contratos de muy corta duración y muchos 

en fraude (falsos temporales), cuya rescisión es muy fácil y barata (12 días por 

año trabajado al finalizar su vigencia, y 20 o 33 días antes de ella; pero con la 

corta duración de los mismos, muchos de ellos inferior al año, suponen cuantías 

indemnizatorias irrisorias). Para todos estos asalariados y asalariadas la opción 

más barata y evidente para el empresario será el despido. Y si solo la mitad de 

estos trabajadores con contrato temporal perdieran su empleo, llegaríamos a los 

5,4 millones de personas desempleadas y la tasa de paro crecería 10 puntos, 

superando de nuevo el 23%. A lo que se  sumaría la pérdida de empleo 

indefinido, que también aumentaría el paro. Esta situación sería inasumible. 
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- Y que, en la crisis anterior de 2008 a 2013 se despidieron a 4,5 millones de 

trabajadores y trabajadoras con contrato indefinido, de los cuales el 95% (4 

millones) fueron por la vía del despido individual, no del colectivo. Y ello a 

pesar de que a partir de 2009 también se adoptaron medidas para incentivar los 

Expedientes de Reducción Temporal de Empleo y de Reducción de Jornada.  

El Presidente se limitó en su discurso de presentación de las medidas a realizar una 

llamada a la responsabilidad de las empresas, apelando a su conciencia social para 

que no despidan. Sin embargo, y aunque pueda ser así en muchos casos, en esta 

grave situación esto es insuficiente.  

Del mismo modo que la situación sanitaria ha exigido la adopción de medidas 

coercitivas para que la población permanezca en sus casas, la situación económica 

y del empleo requiere de medidas igualmente drásticas para evitar el contagio de 

los despidos, lo que supondría una tragedia económica, probablemente 

irrecuperable, durante décadas.  

3. Igualmente, debería establecerse el condicionamiento de todas las ayudas a 

empresas y autónomos a la no realización de despidos al menos durante todo el 

período, y durante un tiempo posterior a la recuperación de la normalidad 

productiva y económica. Aunque en la Disposición Adicional Sexta se establece la 

garantía de “mantener el empleo durante el plazo de seis meses desde la fecha de 

reanudación de la actividad”, esta resulta mucho más laxa que la prohibición a 

despedir (salvo por causas disciplinarias), y resultará de difícil control a posteriori.  

4. Ha quedado fuera del paquete de medidas la moratoria en el pago de alquileres 

(que había sido previamente anunciada), una situación que afecta a muchos miles 

de personas en situación desfavorecida. Es preciso ver con detalle cómo se resuelve 

la ayuda a estas personas en el RD. Pero hay que recordar que en España, casi la 

mitad de las personas ubicadas en el quintil inferior de renta (el 20% de la 

población con menor renta) destinan más de un 40% de sus ingresos al pago del 

alquiler, solo por detrás de Finlandia en Europa. Y que los desahucios que se 

ejecutan por impago de alquileres suponen un 80% del total en algunas ciudades 

como Madrid. 

5. También se echa en falta que el RDL no incluya ninguna prestación específica 

destinada a aquellas personas que tengan que reducir su jornada de trabajo o 

abandonarlo de forma temporal para cuidar a personas dependientes. 
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6. Igualmente, no se incluye ninguna medida en relación con las personas que 

desarrollan su trabajo en el marco de la relación laboral especial del servicio del 

hogar familiar, fundamentalmente mujeres (y con una presencia elevada de 

mujeres extranjeras), cuya particular regulación tendrá como resultado que se 

queden fuera de medidas adoptadas para tratar proteger al resto de trabajadores y 

trabajadoras en el contexto de la crisis sanitaria actual. Hay que tener en cuenta 

que, a situaciones de riesgo a las que pueden verse expuestas, se une el hecho de 

que están excluidas de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales y que no cotizan 

por la contingencia de desempleo. Y la particular formula de extinción del contrato 

de esta relación laboral especial, el desistimiento, puede dar lugar a extinciones en 

gran número durante esta crisis, sin que estas trabajadoras puedan acudir al 

sistema de protección por desempleo.  

Estamos hablando de un sector que, por sí solo, supone más del 4% de todas las 

mujeres afiliadas al Sistema de la Seguridad Social, más del 17% en el caso de las 

mujeres de nacionalidad extranjera, y que está contribuyendo a suplir y paliar la 

falta de cobertura suficiente de necesidades sociales por parte de las 

Administraciones. Por ello, urge la adopción de medidas específicas para estas 

trabajadoras. Y, de manera añadida, la ratificación del convenio 189 de la OIT 

sobre el trabajo decente para las trabajadoras y trabajadores domésticos. 

7. Respecto a los trabajadores autónomos, aunque hay que valorar positivamente las 

medidas adoptadas (posibilidad de prestación extraordinaria por cese de actividad 

para aquellos que vean reducida su actividad o tengan que cerrar), sería preciso 

contemplar medidas adicionales para aquellos que poseen mayores dificultades,  

como la suspensión de cuotas durante el período que dure el cierre o la moratoria 

en el pago del alquiler del local y los suministros. La no inclusión -de momento- de 

una moratoria en el pago de alquileres puede afectar muy negativamente a 

personas trabajadoras en este régimen (autónomos e inquilinos). 

8. Como interlocutores sociales reconocidos constitucionalmente, nos hubiera 

gustado que el Gobierno nos hubiera informado de manera anticipada sobre el 

contenido final del paquete (lo cual no habría demorado su adopción), máxime 

tras haberle aportado un conjunto de medidas acordadas conjuntamente entre 

UGT, CCOO, CEOE y CEPYME (que el Presidente ha reconocido y valorado muy 

positivamente en su intervención, lo que agradecemos). En estas difíciles 

circunstancias, el diálogo social es, con mayor motivo, un instrumento privilegiado 
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de adopción de decisiones, que requiere de una continua y fluida información 

para que funcione adecuadamente.  

9. En estos momentos, en los que se necesita de la canalización ágil y efectiva de 

recursos públicos hacia el sector privado productivo, se echa en falta que España 

no disponga de un banco público a la altura de las circunstancias, como sí tiene 

Alemania. Esto es lo que debería configurarse con el ICO y con la banca 

nacionalizada en la crisis anterior (Bankia), conformando una institución que 

llevara el crédito donde no lo hace la banca comercial actual, cada vez más 

concentrada, y que asumiera el papel de banco inversor público que ahora 

necesitamos.  

10. Por último, y aunque no es estrictamente materia del paquete de medidas, UGT 

quiere enfatizar que las actuaciones planteadas desde el ámbito nacional 

necesitan de una respuesta contundente por parte del BCE y de la Comisión 

Europea para calmar a los mercados y agentes financieros, evitando una subida 

desproporcionada de la prima de riesgo.  

En un primer momento, las medidas adoptadas por el BCE y, sobre todo, la 

intervención de su Presidenta, el día 12 de marzo no sirvieron para ello. Al cierre de 

este documento (19 de marzo), el BCE anunciaba una inyección de 750.000 

millones de euros para comprar activos públicos y privados. Una medida, ahora sí, 

a la altura de las circunstancias, flexibilizando las propias (y absurdas) reglas del 

Banco, que debería permitir la financiación de los planes de estímulo de todos los 

países de la zona –especialmente los que tienen más dificultades presupuestarias, 

como España e Italia- manteniendo sus primas de riesgo bajo control.  

Por su parte, la Comisión Europea debería plantear actuaciones coherentes con la 

expansión fiscal que va a requerirse, comenzando por aclarar el margen de 

actuación fiscal (que situó el Eurogrupo en el 11% del PIB), su posible ampliación si 

la emergencia económica lo requiere, y los condicionantes de la flexibilidad 

anunciada.  

En último término, lo deseable sería el establecimiento de mecanismos de 

mutualización de la deuda (o de emisión de deuda europea -bonos- por parte del 

BCE), pero en este punto parece que la inflexible posición alemana y de los países 

de su entorno imposibilitan ese mecanismo. Es hora de comprobar si la UE ha 
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aprendido de los graves errores que cometió durante la crisis de 2008 y es capaz 

de estar a la altura de las graves circunstancias actuales. 
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    La aproximación breve y sintética a determinados 

problemas sociales es fundamental para la comprensión 
de los mismos por la mayoría. Desde esta colección, 
pretendemos trazar no solo las líneas explicativas del 
tema a abordar, de forma escueta pero suficiente, sino 
también aportar la visión que desde nuestro sindicato 
tenemos de la misma, con el fin de hacer partícipe de 
ella a la sociedad e introducir otras perspectivas que 
generalmente están ausentes. 


